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RESUMEN 
Los pactos prematrimoniales suponen una figura novedosa en el Derecho español, y prueba de ello 
es que carecen de regulación específica. Además se trata de una figura en auge. España ha 
experimentado un enorme incremento en el número de divorcios durante los últimos años, situación 
que se ha visto agravada tras la promulgación de la Ley 15/2005, que suprimió la necesidad de 
alegar causa alguna para instar el divorcio. Ante esta nueva realidad, los futuros cónyuges desean 
cada vez más prever de antemano los efectos que conllevará la citada ruptura. Que el Cc. no se 
refiera expresamente a estos acuerdos no significa que no quepan en él, y tanto jurisprudencia como 
doctrina se han pronunciado mayoritariamente en favor de su admisibilidad Semejante es la 
situación en nuestros Derechos autonómicos, en los que, a excepción de Cataluña, sólo encontramos 
breves referencias que con matices podrían extrapolarse a los acuerdos que nos ocupan. 
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I. INTRODUCCIÓN 
España ha experimentado un enorme incremento en el número de divorcios durante los últimos 
años, situación que se ha visto agravada tras la promulgación de la Ley 15/2005, que suprimió la 
necesidad de alegar causa alguna para instar el divorcio y eliminó la existencia de un plazo de 
reflexión. Ante esta nueva realidad en la que la ruptura matrimonial no es vista como algo remoto, 
sino como una situación posible e incluso probable si atendemos a las estadísticas, los futuros 
cónyuges desean cada vez más prever de antemano los efectos que conllevará la citada ruptura, 
especialmente aquellos que han pasado ya por un proceso de divorcio y han experimentado las 
consecuencias negativas del mismo. Por ello han surgido los acuerdos prematrimoniales en 
previsión de ruptura, cuya finalidad es que los futuros cónyuges puedan determinar anticipadamente 
los efectos que tendría una hipotética ruptura del matrimonio.  
El hecho de suscribir este tipo de acuerdos no significa que la pareja prevea divorciarse, sino que 
simplemente quiere prever las consecuencias en caso de que se produzca la eventual ruptura. 
Aun cuando es cierto que plantear las consecuencias de una eventual ruptura antes de contraer 
matrimonio puede parecer poco romántico, y como señala Gaspar Lera 
1
 muy poco alentador en 
relación a las expectativas que se tienen depositadas en la unión conyugal y al grado de compromiso 
que se pretende adquirir, no es menos cierto estos pactos pueden tener enorme utilidad, 
especialmente cuando existe gran desigualdad entre los patrimonios de los cónyuges, o cuando 
ambos cuentan con hijos, o en aquellos casos en que se han soportado las consecuencias de un 
matrimonio fallido anterior.  
Debemos tener presente que ello se ha producido en el marco de una tendencia a una progresiva 
ampliación del ámbito de la autonomía de la voluntad dentro del Derecho de familia, que da entrada 
a la autorregulación por parte de los particulares 
2
. Éstos en muchos casos prefieren regirse por sus 
1
 GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales entre cónyuges y su ruptura: 
límites a la autonomía de la voluntad.  En: Anuario de Derecho Civil Vol. LXIV, fascículo 3. p. 1.045 
2
 Precisamente  la entrada en vigor de la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se modifican el Código Civil y 
la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de separación y divorcio,  ha supuesto un importante salto en favor 
del reconocimiento de la ampliación de la autonomía de la voluntad dentro del Derecho de Familia. 
Especialmente revelador al respecto es lo que prevé su Exposición de Motivos, que se inspira en el principio 
de autonomía de voluntad de las partes y pretende ampliar la libertad de los cónyuges en muchos de los 
aspectos relativos a su matrimonio (aunque no en todos, ya que por ejemplo no permite que las partes puedan 
acordar celebrar un matrimonio indisoluble).  Dentro de las afirmaciones que se recogen en la Exposición de 
Motivos de la Ley 15/2005 considero que en lo relativo a la ampliación de la autonomía de la voluntad en el 
Derecho de Familia cabe destacar entre otras las siguientes: «La reforma que se acomete pretende que la 
libertad, como valor superior en nuestro ordenamiento jurídico, tenga su más adecuado reflejo en el 
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propios acuerdos, protegiendo así con mayor eficacia sus intereses y convicciones que una 
normativa abstracta y general que no puede atender a las particularidades de cada caso concreto.   
Los pactos prenupciales en previsión de ruptura del matrimonio suponen una novedad 
3
en el 
Derecho de familia español, y precisamente este carácter novedoso hace que carezcan de un marco 
legal específico. 
 Como vamos a ver a lo largo del estudio, el Código Civil no se refiere expresamente a estos 
acuerdos, pero eso no significa que no quepan en él. Semejante es la situación en los Derechos 
autonómicos, siendo escasas las CCAA que han establecido un marco específico para esta clase de 
pactos, ya que a excepción de Cataluña, sólo encontramos breves referencias que con matices 
pueden extrapolarse a los acuerdos que nos ocupan. Dentro del Derecho catalán es sin duda donde 
encontramos el mayor avance en la fijación de un marco jurídico para los pactos prenupciales.  
El vacío legal existente en la materia no ha impedido que jurisprudencia y doctrina se hayan 
pronunciado mayoritariamente en favor de la admisibilidad de los acuerdos en previsión de ruptura, 
reconduciéndolos a las normas previstas con carácter general en sede de contratos para determinar 
las condiciones de validez y eficacia de los mismos.  
Sobre todo ello trataré en las líneas que siguen. Pero previamente comenzaré por dar un concepto de 
los pactos prematrimoniales y por delimitarlos. 
matrimonio»; «En suma, la separación y el divorcio se concibe como dos opciones, a las que las partes 
pueden acudir para solucionar las vicisitudes de su vida en común. De este modo se pretende reforzar el 
principio de libertad de los cónyuges en el matrimonio... »; «La intervención judicial debe reservarse para 
cuando haya sido imposible el pacto, o el contenido de las propuestas sea lesivo para los intereses de los hijos 
menores o incapacitados, o uno de los cónyuges, y las partes no hayan atendido a sus requerimientos de 
modificación. Solo en estos casos deberá dictar una resolución en la que imponga las medidas que sean 
precisas»; «Se pretende reforzar con esta ley la libertad de decisión de los padres respecto del ejercicio de la 
patria potestad». 
3 
Los acuerdos prematrimoniales en previsión de ruptura tienen un origen relativamente reciente, y es en el 
Derecho anglosajón, y más concretamente en EEUU, donde encontramos el precedente más directo. Desde el 
punto de vista de su regulación, marca un punto de inflexión relevante la National Conference of 
Commissioners on Uniform State Laws, celebrada en 1983 en Boca Ratón (Florida), que aprobó la Uniform 
Premarital Agreement Act (UPAA), a partir de la cual comenzaron a admitirse con carácter general los 
denominados Premarital Agreements. Además de la UPAA, han tenido una gran importancia en la evolución 
de estos acuerdos en el Derecho norteamericano los Principles of the Law of Family Dissolution: Análisis and 
Recommendations (PFD), publicados en el año 2002 por The American Law Institute. Aun cuando éstos 
carecen de valor normativo directo, han influido notablemente en las resoluciones adoptadas por los 
Tribunales de los diferentes Estados. En cuanto al derecho inglés, la recepción de este tipo de acuerdos se ha 
producido a través de distintos pronunciamientos de los Tribunales. Respecto a los Derechos alemán e 
italiano, mientras el primero comienza a otorgar validez a estos acuerdos, el segundo excluye expresamente 
esta posibilidad. 
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II. CONCEPTO
Por pacto prenupcial podemos entender cualquier acuerdo entre los futuros cónyuges que se adopte 
con anterioridad a la celebración del matrimonio. Sin embargo esta definición puede resultar 
insuficiente, ya que no nos permitiría distinguirlo de otras figuras, como por ejemplo de las 
capitulaciones matrimoniales, que no dejan de ser un acuerdo entre los cónyuges, y que 
normalmente se adopta antes de que tenga lugar el matrimonio.  En palabras de Pinto Andrade 
4
 
podemos definir los acuerdos prematrimoniales objeto de ese estudio como «... aquellos negocios 
jurídicos de Derecho de Familia en virtud de los cuales, quienes tienen proyectado contraer 
matrimonio... regulan total o parcialmente las consecuencias o efectos tanto personales como 
patrimoniales que pudieran derivarse de la eventual ruptura o disolución de su matrimonio sea por 
separación o divorcio». A mi juicio esta definición también podría quedarse corta, ya que el 
contenido de los acuerdos prematrimoniales puede incluir muchos más aspectos que los relativos a 
la ruptura por separación o divorcio. Por ejemplo, a través de estos acuerdos los futuros cónyuges 
pueden ordenar anticipadamente los aspectos que regirán su convivencia conyugal (aunque en este 
trabajo nos centraremos únicamente en los relativos a la ruptura). Además, los pactos en previsión 
de ruptura no tienen porque limitarse a aquellos casos en que ésta se produce por una separación o 
un divorcio, sino que también se incluirían las previsiones que hicieran respecto a aquellos casos en 
que el matrimonio fuera declarado nulo. Por todo ello propongo la siguiente definición, que incluye 
todos los supuestos a los que me he referido: Los pactos prematrimoniales son un negocio jurídico 
en virtud del cual los futuros cónyuges regulan convencionalmente con anterioridad a haber 
contraído matrimonio aspectos relativos a sus relaciones personales durante el matrimonio, y a 
través del cual pueden incluso prever las consecuencias de una eventual ruptura en caso de 
separación, divorcio o declaración de nulidad del matrimonio.  
Debemos distinguir los acuerdos prematrimoniales de otras figuras con cierta similitud, que si bien 
introducen un cierto margen a la autonomía de la voluntad de los cónyuges, no son totalmente 
equiparables. En primer lugar hay que marcar la distancia de los acuerdos que nos ocupan con el 
denominado convenio regulador. Éste último prevé también los efectos de una ruptura, pero la 
principal diferencia con los pactos prenupciales es que mientras el primero se formaliza una vez que 
ha surgido la crisis, los segundos se adoptan antes de contraer matrimonio, y por tanto cuando ni 
siquiera puede preverse el surgimiento de la misma. Ello no impide que los acuerdos 
4
 PINTO ANDRADE, Cristóbal, La genérica validez de los pactos y acuerdos matrimoniales en previsión de 
ruptura. En: Artículos Doctrinales: Derecho Civil. Noticias Jurídicas, 2010. 
http://noticias.juridicas.com/articulos/45-Derecho%20Civil/201009-37281946753951.html (fecha última 
consulta: 13/06/2013). 
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prematrimoniales puedan utilizarse como convenio regulador una vez tiene lugar la ruptura si así lo 
han previsto las partes. Otra diferencia entre ambas figuras es que el convenio regulador debe contar 
con aprobación judicial para desplegar sus efectos, mientras que los acuerdos que nos ocupan tienen 
normalmente carácter privado y no requieren de la citada aprobación. En realidad podría llegar a 
admitirse que los pactos objeto de nuestro estudio son equiparables a un convenio regulador que no 
ha sido homologado por el juez, con la única diferencia de que se éstos adoptan antes de que se 
produzca la eventual crisis.  En ambos casos nos encontramos ante acuerdos privados celebrados 
por los cónyuges en previsión de los efectos de una ruptura, con la única diferencia del momento 
del otorgamiento.  
Las capitulaciones matrimoniales son otra figura de la que conviene distinguir los pactos 
prenupciales que nos ocupan. Las referidas capitulaciones se adoptan normalmente antes de 
contraer matrimonio, por lo que en ese aspecto guardan una cierta similitud (aunque en muchos 
casos también se pueden adoptar constante el matrimonio, por ejemplo para cambiar el régimen 
económico del mismo). No obstante, el contenido de éstas suele ser básicamente patrimonial, y 
además muy raramente se preverán en ellas los efectos de una eventual ruptura. Nada impide en 
cualquier caso que los acuerdos prematrimoniales se incluyan dentro de las capitulaciones 
matrimoniales, eso sí con las peculiaridades que posteriormente veremos en cuanto el acceso a los 
Registros públicos. La justificación a esta última afirmación la encontramos en el art. 1325 Cc. 
5
, 
que permite que en las citadas capitulaciones se incluyan no sólo aspectos relativos al régimen 
económico, sino cualesquiera otras disposiciones por razón del matrimonio 
6
.   
La estrecha relación que guardan los acuerdos prematrimoniales con las dos figuras anteriores 
permite hacer extensivas algunas de las disposiciones que nuestro Cc. prevé en regulación de éstas a 
los acuerdos  que nos ocupan.  
III. MARCO LEGAL
3.1 Código Civil español: ausencia de regulación específica y aplicación de las reglas generales 
de contratación 
5
 Art. 1325 Cc.: «En capitulaciones matrimoniales podrán los otorgantes estipular, modificar o sustituir el 
régimen económico de su matrimonio o cualesquiera otras disposiciones por razón del mismo». 
6
 Cfr. MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos, La economía del matrimonio. Capitulaciones matrimoniales. 
En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (IV): Derecho de Familia. 3ª 
Ed.: COLEX, 2011. p. 212. «Los cónyuges pueden incluir en sus capitulaciones... cualesquiera otros acuerdos 
o pactos que estimen conveniente, incluso de contenido no necesariamente matrimonial; pactos o acuerdos
que, por tanto, podrían contenerse en otro instrumento jurídico diferente». 
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Como adelantaba, el Código Civil no regula expresamente los pactos prenupciales, pero tanto la 
jurisprudencia como la doctrina vienen admitiendo la validez de los acuerdos que nos ocupan 
7
. Esta 
ausencia de un régimen jurídico específico nos obliga a aplicar las reglas generales sobre los 
contratos para determinar las condiciones de validez, eficacia y exigibilidad de los pactos 
prenupciales, así como para determinar los límites a los que quedan sujetos 
8
.  
Son varios los preceptos de nuestro Cc. que sirven de marco legal a la adopción de este tipo de 
acuerdos y amparan la validez de los mismos. Comenzaré refiriéndome al art. 1255  del citado 
texto, que faculta a las partes en un contrato a acordar cualesquiera estipulaciones, siempre que no 
sean contrarias a la ley, a la moral o al orden público. Con ello se está facultando a las partes (en 
este caso a los futuros cónyuges) a contratar sobre aquellos aspectos que deseen, eso sí precisando 
los límites a los que quedan sujetos los citados acuerdos. Estas limitaciones están previstas también 
en el art. 1328 Cc., que aunque se recoge en sede de capitulaciones matrimoniales puede tomarse en 
consideración en la materia objeto de nuestro estudio, puesto que tratándose ambos de acuerdos 
entre los futuros cónyuges (en el caso de las capitulaciones también entre cónyuges), cabe entender 
que quedan sometidos a las mismas limitaciones. 
El art. 1323 Cc. (también previsto en sede capitulaciones matrimoniales, pero que nuevamente 
cabría extrapolarse a los acuerdos que nos ocupan) es otro precepto que ampara la validez de los 
acuerdos privados celebrados por los futuros cónyuges, reconociéndoles amplia facultad para 
celebrar entre sí toda clase de pactos y contratos. 
7
 IDEM, p. 36 y 37. En opinión de Martínez Novo, la fundamentación utilizada tanto por la doctrina como por 
buena parte de la jurisprudencia para admitir la validez de los pactos prematrimoniales aun en ausencia de un 
régimen jurídico que los ampare se encuentra fundamentalmente en lo previsto en los arts. 3 y 4 de nuestro 
Cc. El primero de los preceptos indicados señala que «las normas se interpretarán según el sentido propio de 
sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas»; por su 
parte, el art. 4 Cc. señala que «Procederá la aplicación analógica de las normas cuando éstas no contemplen 
un supuesto específico, pero regulen otro semejante entre las que se aprecia identidad de razón». 
8
 Cfr. El Tribunal Supremo viene aplicando las reglas generales de los contratos a los acuerdos privados entre 
las partes previendo los efectos de una eventual ruptura. Véanse a modo de ejemplo las siguientes Sentencias: 
STS de 22 de abril de 1997 (EDJ 1997/2156), STS de 19 de diciembre de 1997 (EDJ 1997/8995), STS de 21 
de diciembre de 1998 (EDJ 1998/30785), STS de 15 de febrero de 2002 (EDJ 2002/1681), STS de 17 de 
octubre de 2007 (EDJ 2007/188941), STS de 7 de marzo de 1995 (EDJ 1995/586), STS de 27 de enero de 
1998 (EDJ 1998/16), STS de 23 de diciembre de 1998 (EDJ 1998/27966),STS de 14 de mayo de 2001 (EDJ 
2001/6573). También las Audiencias Provinciales se han pronunciado en esto términos: SAP de Barcelona de 
8 de enero de 1998 (AC/1998/176), SAP de Barcelona de 17 de marzo del 2000 (EDJ 2000/18788), SAP de 
Murcia de 9 de mayo del 2000 (EDJ 2000/113394), SAP de Madrid de 27 de febrero de 2002 (EDJ 
2007/52806), SAP de Barcelona de 1 de abril de 1997 (AC/1997/969), SAP de Málaga de 20 de mayo de 
2002 (EDJ 2002/45232), SAP de Barcelona de 11 de mayo de 2006 (JUR/271650), SAP de Almería  de 17 de 
febrero de 2003 (EDJ 2003/9804). 
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Otra de las normas que conviene traer a colación es la prevista en el art. 1325 Cc., que al referirse a 
las capitulaciones matrimoniales admite no solo la adopción de pactos relativos a aspectos 
económicos del matrimonio, sino también otras disposiciones por razón del mismo. 
También debe considerarse el art. 1091 Cc., que como es bien sabido establece que las partes que 
suscriben un contrato quedan vinculados por éste como si de una ley se tratase. Ello es 
consecuencia, como pone de manifiesto Pinto Andrade 
9
, de que en nuestro Derecho civil rige el 
principio "pacta sunt servanda", que obliga a las partes a atenerse a lo pactado. En este mismo 
sentido debe mencionarse también el art. 1.278 Cc., que insiste en la idea de la obligatoriedad de los 
contratos para las partes firmantes. 
A mi juicio, he de decir que el hecho de que no exista disposición legal alguna que regule 
expresamente la figura de los pactos prenupciales no impide que éstos puedan ser perfectamente 
válidos y eficaces, pues tratándose en cualquier caso de contratos, éstas son cuestiones que deberán 
determinarse atendiendo a las normas que con carácter general establece nuestro Código Civil en 
sede de contratos.  
3.2 Régimen jurídico de los pactos prenupciales en los Derecho autonómicos 
La ausencia de regulación específica de los acuerdos prematrimoniales dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico no es una característica exclusiva del Derecho común, sino que es una 
constante también en la legislación autonómica. Son escasas las CCAA que han establecido un 
marco específico para esta clase de pactos, y a excepción de Cataluña, sólo encontramos breves 
referencias que con matices pueden extrapolarse a estos acuerdos. Dentro del Derecho catalán es sin 
duda donde encontramos el mayor avance en la dotación de un marco jurídico a los pactos 
prenupciales, y por ello comenzaré refiriéndome a él. 
La hoy derogada Ley 9/1998, de 15 de julio, del Código de familia de Cataluña, es la primera 
disposición que prevé expresamente la posibilidad de que los cónyuges celebren válidamente 
acuerdos previendo los efectos de una eventual ruptura del matrimonio 
10
. Actualmente la 
regulación del Derecho catalán acerca de los acuerdos matrimoniales en previsión de una eventual 
ruptura se encuentra en la Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código Civil de 
Cataluña, y más en concreto los pactos prematrimoniales están previstos expresamente en su 
9
 PINTO ANDRADE, Cristóbal, La genérica validez de los pactos y acuerdos matrimoniales en previsión de 
ruptura, cit. 
10
 Cfr. GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.045. 
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artículo 231-20. Del tenor literal del citado precepto cabe extraer algunas ideas fundamentales. En 
primer lugar se admite expresamente la posibilidad de adoptar acuerdos prematrimoniales en este 
sentido, si bien sólo gozarán de plena validez cuando se hayan formalizado antes de los treinta días 
anteriores a la celebración del matrimonio. Otro de los aspectos que conviene destacar de esta 
regulación, es que complementa y supera lo previsto por la Ley 8/1998 a la que antes me refería, ya 
que no sólo admite la adopción de este tipo de acuerdos por los futuros cónyuges, sino que además 
establece las condiciones que deben reunir para gozar de validez y eficacia. Por último, creo que 
también tiene especial relevancia la referencia al deber de información entre los otorgantes en los 
aspectos relativos al patrimonio, ingresos y expectativas económicas de ambas partes. 
Esta voluntad del legislador catalán de conceder amplia libertad a los cónyuges para celebrar 
acuerdos privados se pone de manifiesto igualmente en el art 111-6 de la Ley 29/2002, de 30 de 
diciembre, del libro primero del Código Civil de Cataluña, que ampara la posibilidad de que los 
cónyuges celebren entre sí pactos privados, excluyendo, o incluso en contra de lo previsto en las 
leyes civiles catalanas (obviamente será así siempre que éstas no sean imperativas).   
Por lo que al Derecho aragonés respecta, no encontramos ninguna mención específica a este tipo de 
acuerdos. No obstante debemos tener en cuenta que en Aragón rige el principio "Standum est 
chartae", que si lo unimos a lo previsto en algunas normas del Derecho aragonés, sin duda ampara 
la validez de este tipo de acuerdos. Así por ejemplo, el art. 195 del Código Foral de Aragón faculta 
a los cónyuges adoptar en capítulos matrimoniales «...cualesquiera estipulaciones relativas al 
régimen familiar y sucesorio de los contrayentes y de quienes con ellos concurran al otorgamiento, 
sin más límites que los del principio standum est chartae». 
Este es el caso también del Derecho Navarro, en el que rige el principio "paramiento fuero vienze" 
o "paramiento ley vienze" , de acuerdo al cual la voluntad de los particulares prima sobre el resto de
normas, siempre que no sobrepase los límites previstos. Así mismo conviene referirse a la Ley 76 
de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, que permite a los cónyuges celebrar entre sí 
«...toda clase de estipulaciones, contratos y donaciones». Aun cuando se refiere únicamente a los 
cónyuges, nada parece impedir que las citadas estipulaciones se adopten con anterioridad al 
matrimonio.  
Similar a los anteriores es el caso en el Derecho civil valenciano, en el que también se concede un 
amplio margen a la autonomía de la voluntad de los cónyuges, ya que el art. 25 de la Ley 10/2007 
de Régimen económico matrimonial valenciano  faculta a éstos a adoptar en capítulos 
matrimoniales acuerdos no solo relativos al régimen económico, sino regulando también sus 
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relaciones personales (una vez más debemos hacer una interpretación analógica para hacerlo 
extensivo a los acuerdos objeto de nuestro estudio). Además señala expresamente que podrán 
adoptarse pactos con eficacia una vez disuelto el matrimonio, algo que claramente ampara los 
acuerdos prematrimoniales previendo los efectos de una eventual ruptura del matrimonio. Esta 
libertad que concede el Derecho valenciano a los cónyuges se pone de manifiesto igualmente con lo 
dispuesto en el art. 3 de la citada Ley 10/2007, que sitúa la libertad civil de los cónyuges como uno 
de los principios fundamentales del Derecho de Familia valenciano.  
Otro ejemplo que merece la pena traer a colación lo encontramos en el Derecho gallego, y más en 
concreto en la previsión que realiza el art. 172 de la Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho Civil 
de Galicia (modificada por la Ley 10/2007, de 28 de junio). En el señalado precepto se faculta a los 
cónyuges a pactar en Capitulaciones Matrimoniales la liquidación total o parcial de la Sociedad de 
Gananciales, así como las bases para realizarla, reconociendo plena eficacia a lo pactado una vez 
disuelta la sociedad. Nada impide bajo mi óptica que los mencionados acuerdos sean adoptados por 
los futuros cónyuges fuera de las capitulaciones. Igualmente, en el Derecho gallego se prevé la 
posibilidad de que los cónyuges puedan celebrar válidamente acuerdos renunciando a los derechos 
hereditarios que pudieran corresponderles, ya se trate de legítimas o de derechos similares. No 
obstante no voy a entrar en materia de Derecho sucesorio, ya que requeriría extenderme demasiado 
y nos apartaríamos de la materia que nos ocupa. 
En el resto de CCAA son muy escasas las disposiciones normativas que puedan servir de marco 
jurídico a esta clase de acuerdos, por lo que al igual que ocurre en el Derecho común debemos 
remitirnos a las normas generales sobre los contratos.  
IV. POSICIÓN JURISPRUDENCIAL SOBRE LOS PACTOS PRENUPCIALES
Los Tribunales españoles no se han pronunciado expresamente sobre la validez de los acuerdos que 
nos ocupan. Sin embargo sí encontramos en nuestro Tribunal Supremo numerosas referencias a la 
autonomía de la voluntad de los cónyuges y a la posibilidad de que éstos celebren válidamente 
acuerdos privados, dotándolos con carácter general de validez y eficacia. Además en nuestra 
jurisprudencia menor encontramos algunos pronunciamientos acerca de la posibilidad de prever 
anticipadamente los efectos de una eventual ruptura, y nuevamente parece que la tendencia es a 
admitir su validez. 
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Pese a que no existen en la jurisprudencia pronunciamientos acerca de los acuerdos 
prematrimoniales en previsión de ruptura, como he señalado sí existe la posibilidad de que los 
futuros cónyuges celebren válidamente acuerdos privados, aunque en muchas ocasiones el soporte 
utilizado suelen ser bien capitulaciones o bien un convenio regulador no ratificado judicialmente. 
Me referiré en primer lugar a la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de abril de 1997 (EDJ 
1997/2156), en la que resuelve acerca la validez y eficacia de un convenio regulador privado que no 
ha sido homologado judicialmente, y en el que el esposo adjudicaba determinados bienes a su 
esposa 
11
. Pues bien, el TS sienta la siguiente doctrina: «El acuerdo es válido y eficaz como tal 
acuerdo, como negocio jurídico bilateral aceptado, firmado y reconocido por ambas partes... No hay 
obstáculo a su validez como negocio jurídico, en el que concurrió el consentimiento, el objeto y la 
causa y no hay ningún motivo de invalidez. No lo hay tampoco para su eficacia, pues si carece de 
aprobación judicial, ello le ha impedido ser incorporado al proceso y producir eficacia procesal, 
pero no la pierde como negocio jurídico» 
12
. Por tanto, el Tribunal reconoce validez a los acuerdos 
privados celebrados entre los cónyuges, cuya admisibilidad en nuestro Derecho queda amparada en 
el principio de autonomía de la voluntad.  
En términos semejantes se pronuncia en su Sentencia de 19 de diciembre de 1997 (EDJ 1997/8995), 
en la que nuevamente se dilucida la validez de una acuerdo privado por el que el marido adjudica 
determinados bienes a su esposa, con la diferencia de que en este caso el soporte utilizado es un 
proyecto de capitulaciones matrimoniales no aprobado judicialmente 
13
.  Una vez más el TS se 
pronuncia a favor de la admisibilidad de los acuerdos privados celebrados entre los cónyuges y el 
carácter vinculante de los mismos.  
Otro pronunciamiento relevante en la materia objeto de nuestro estudio lo encontramos en la STS 
de 21 de diciembre de 1998 (EDJ 1998/30785). En este caso el TS se pronuncia acerca de la validez 
de un convenio regulador no aprobado judicialmente por el que el marido se obliga a abonar una 
cantidad a su esposa en concepto de pensión de alimentos. Nuevamente el Tribunal admite como 
11
 A través del citado acuerdo D. Arturo adjudicó a su esposa Dª María Teresa la mitad indivisa que le 
correspondía a éste de la propiedad de una vivienda, un cuarto trastero y dos plazas de garaje, así como un 
automóvil. 
12
 Igualmente, en su Fundamento de Derecho cuarto continúa diciendo que «...en virtud de lo dispuesto en el 
art. 1256 Cc. las partes deben cumplir el negocio jurídico, concertado según el principio de autonomía de la 
voluntad que proclama el art. 1255 y está reconocido en las sentencias de esta Sala de 25 de junio de 1987 y 
de 26 de enero de 1993. ...Cuyo acuerdo, de naturaleza patrimonial, tiene una interpretación clara, que no deja 
duda sobre la intención de las partes y debe estarse a su tenor literal...» 
13
 En dicho acuerdo, celebrado meses antes de que se otorgara escritura pública de capitulaciones 
matrimoniales, las partes establecieron su separación de hecho y pactaron un proyecto de capitulaciones 
matrimoniales en el que se atribuían entre ellos la propiedad de los diferentes bienes de los que disponían. 
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válido el pacto adoptado bajo el argumento de que se trata de un acuerdo en el que concurren todos 
los requisitos exigidos con carácter general para los contratos, y que la falta de aprobación judicial 
no lo invalida como negocio jurídico privado 
14
. Además introduce un aspecto al que no se referían 
las resoluciones anteriores, y es que los acuerdos celebrados no deben perjudicar a terceros, por 
constituir este perjuicio a terceros, como hemos visto, uno de los límites a la eficacia de los pactos 
que nos ocupan.  
Semejante al anterior es el supuesto que nos ocupará ahora, en el que otra vez se dilucida la validez 
de un convenio regulador no aprobado judicialmente por el que el marido se obliga a abonar una 
cantidad periódica a su esposa en concepto de pensión de alimentos 
15
. En este caso el TS, en su 
Sentencia de 15 de febrero de 2002 (EDJ 2002/1681), insiste en la idea dar plena validez y eficacia 
a los pactos privados celebrados entre los cónyuges 
16
 siempre que el objeto de los mismos se 
refiera a materias de libre disposición, al señalar que son fruto del libre ejercicio de la autonomía 
privada de las partes. 
La última Sentencia del TS a la que voy a hacer referencia es la dictada en fecha 17 de octubre de 
2007 (EDJ 2007/188941). En este caso se celebraron entre los cónyuges tres contratos simultáneos: 
capítulos matrimoniales por los que se disuelve y liquida el régimen económico, convenio regulador 
por el que la esposa se compromete a abandonar la vivienda conyugal propiedad del marido, y un 
documento privado por el que éste asume la obligación de abonar una determinada cantidad a su 
esposa. Precisamente se discute la validez de este último acuerdo, concluyendo al respecto el 
14
 El Fundamento de Derecho segundo de la citada resolución señala que «... los convenios así establecidos 
tienen un carácter contractualista por lo que en ellos han de concurrir los requisitos que, con carácter general, 
establece el Código Civil para toda clase de contratos en el art. 1261, siendo la aprobación judicial que 
establece el artículo 90 del Código un requisito o "conditio iuris" de eficacia del convenio regulador, no de su 
validez... Ahora bien, ello no impide que al margen del convenio regulador, los cónyuges establezcan los 
pactos que estimen convenientes,... tales acuerdos, que si bien no podrán hacerse valer frente a terceros, son 
vinculantes para las partes siempre que concurran en ellos los requisitos esenciales para su validez,...y no 
concurriendo ninguna de las limitaciones que al principio de libertad de contratación establece el art. 1255 del 
Código Civil» 
15
 En el documento privado celebrado por los cónyuges se estipuló que D. Carmelo abonaría a su esposa Dª 
Joan, en concepto de contribución a las cargas y alimentos, la cantidad mensual de doscientas cincuenta mil 
pesetas cuya cantidad se revisará anualmente. 
16
 En el Fundamento de Derecho segundo de la Sentencia de 15 de febrero de 2002 el TS manifiesta que «... 
en ejercicio de su autonomía privada, pueden celebrar convenios sobre cuestiones susceptibles de libre 
disposición... Estos acuerdos, auténticos negocios jurídicos de Derecho de familia, tienen carácter contractual, 
por lo que para su validez han de concurrir los requisitos estructurales establecidos por la ley con carácter 
general. ... Se trata de una manifestación del libre ejercicio de la facultad de autorregulación de las relaciones 
privadas, reconocidas por la Jurisprudencia (Sentencias, entre otras, de 26 de enero de 1993, de 7 de marzo de 
7 de marzo de 1995, de 22 de abril y 19 de diciembre de 1997, y de 27 de enero y 21 de diciembre de 1998) y 
la doctrina registral (Resoluciones de la DGRN de 31 de marzo y 10 de noviembre de 1995 y de 1 de 
septiembre de 1998), que no está condicionada en su validez y fuerza vinculante Inter-partes a la aprobación y 
homologación judicial». 
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Tribunal una vez más qué el pacto adoptado es válido y eficaz por tratarse de un negocio jurídico en 
el que concurren todos los requisitos y no incurrir en ninguna causa de invalidez. 
Además de las citadas Sentencias, encontramos muchas otras en las que el Tribunal Supremo se 
pronuncia sobre la autonomía de la voluntad de los cónyuges y la validez de los acuerdos privados 
celebrados por éstos 
17
, pero he optado por éstas porque considero que son las más significativas. 
Como señalaba al comenzar este apartado, las referidas Sentencias no se pronuncian expresamente 
sobre la posibilidad de que los acuerdos que nos ocupan sean adoptados con anterioridad a la 
celebración del matrimonio, pero teniendo en cuenta que la única diferencia es el momento de su 
adopción, y que incluso las capitulaciones matrimoniales pueden otorgarse antes o después del 
matrimonio, considero que lo manifestado al respecto por nuestro TS puede extrapolarse sin ningún 
problema a los acuerdos objeto de este trabajo. 
V. VALIDEZ,FORMA, LÍMITES, EFICACIA Y EXIGIBILIDAD 
A la vista de todo lo anterior, procederemos a continuación a estudiar cuál es en concreto la validez, 
límites, eficacia y exigibilidad de los pactos prenupciales en el Derecho español. 
5.1 Validez 
Comenzaré refiriéndome a los requisitos que con carácter general deben cumplir los acuerdos 
prematrimoniales para poder gozar de validez en el Derecho español, centrándome en concreto en 
los relativos a la fase de formación, siguiendo a García Rubio 
18
. Para que los pactos 
prematrimoniales puedan considerarse válidos, deben concurrir en ellos los elementos constitutivos 
de todo contrato, previstos en el art. 1261 del Código Civil,  que como es bien sabido son: 
consentimiento, objeto y causa. Me centraré en la libre formación del consentimiento, y 
especialmente en aquellos casos en que éste se considera anulable por haber sido prestado 
concurriendo alguno de los vicios previstos en el art. 1265 Cc., es decir, por error, violencia, 
intimidación o dolo. Si alguna de las partes es capaz de probar la concurrencia de uno o varios de 
estos vicios del consentimiento podrá instar la anulación del acuerdo alcanzado en virtud de lo 
dispuesto por el art 1300 Cc. 
17
 Véase a modo de ejemplo STS de 7 de marzo de 1995 (EDJ 1995/586), STS de 27 de enero de 1998 (EDJ 
1998/16), STS de 23 de diciembre de 1998 (EDJ 1998/27966),STS de 14 de mayo de 2001 (EDJ 2001/6573). 
18
 GARCÍA RUBIO, María Paz, Acuerdos prematrimoniales: De nuevo la libertad y sus límites en el derecho de 
familia. En: Ponència a les XIII Jornades de Dret Català a Tossa. Segona Ponéncia: Les relacions 
econòmiques en la crisi familiar. http://civil.udg.edu/tossa/2004/textos/pon/2/mpgr.htm, p. 2   (fecha última 
consulta: 13/06/2013). 
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Veamos brevemente cuándo se puede decir que estamos ante uno de estos vicios. En cuanto al error 
(art. 1266 Cc.),  nuestro Código exige para que pueda apreciarse que recaiga sobre el objeto del 
contrato. Además para que el error pueda ser considerado un vicio del consentimiento debe ser 
esencial (determinante de la voluntad declarada) y excusable (que no haya podido ser evitado 
mediante el empleo de una diligencia media o regular) 
19
. En el caso de la violencia y la 
intimidación (art. 1267 Cc.) se requiere una fuerza irresistible en la primera 
20
 y un temor racional y 
fundado en la segunda, por lo que el mal con el que se amenaza debe tener una cierta entidad 
21
. Por 
último, respecto al dolo (arts. 1269 y 1270 Cc.), es necesario que haya sido determinante para 
prestar el consentimiento, hasta el punto de que no se apreciará si quien lo alega no prueba que de 
no concurrir esta circunstancia no lo hubiera prestado 
22
. Con carácter general la doctrina viene 
exigiendo para que el dolo pueda invalidar el contrato que exista un engaño (unido al ánimo de 
engañar 
23
) que haya sido determinante de la declaración de voluntad, que no sea recíproco, que no 
19
 Cfr. DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Las normas jurídicas de Derecho privado. En: DE PABLO CONTRERAS, 
Pedro (coord.), Curso de Derecho Civil (I): Derecho privado. Derecho de la persona, COLEX, 2008, 3ra. ed., 
p. 358; LACRUZ BERDEJO, José Luis (et al.), Elementos de Derecho Civil: II- Derecho de obligaciones.
Volumen primero: Parte General. Teoría general del contrato. Dykinson. Madrid, 2003, 3ra. ed., 
(Actualizado por RIVERO HERNÁNDEZ, Francisco). p. 364; O'CALLAGHAN, Xavier, Compendio de Derecho 
Civil: Tomo II: Derecho de obligaciones, DIJUSA, Madrid, 2009, 6ta. ed., p. 241; DIEZ-PICAZO, Luis, y 
GULLÓN BALLESTEROS, Antonio, Sistema de Derecho Civil (Volumen II): El contrato en general. La relación 
obligatoria. Contratos en especial. Cuasi contratos. Enriquecimiento sin causa. Responsabilidad 
extracontractual. Tecnos. 2001, 9na. ed., p. 90. p, 54; VALPUESTA FERNÁNDEZ, Mª Rosario y VERDERA 
SERVER, Rafael  (coords.), Derecho civil: Derecho de obligaciones y contratos, p. 236-237; y ROGEL VIDE, 
Carlos, Derecho de obligaciones y contratos. Editorial REUS, Madrid, 2007. p. 122. 
20
 ROGEL VIDE, Carlos, Derecho de obligaciones y contratos..., cit., p. 122. «No se hace referencia, aquí y con 
todo, a la violencia absoluta..., que determina, como sabemos, la inexistencia del consentimiento, sino a la 
"vis impulsiva", que vicia el consentimiento sin excluirlo». 
21
 Siguiendo a de Pablo Contreras (DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Los requisitos del contrato . En:  MARTÍNEZ 
DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones. COLEX, 2011, 
3ra. ed., p. 361-362) son requisitos de la intimidación: «que la amenaza de un mal futuro sea inequívoca, 
refiriéndose mediante palabras conminatorias o a través de una actuación a la que sea preciso conferir el 
mismo significado...; que el mal con el que el sujeto es amenazado sea objetivamente capaz de 
impresionarle...; que el miedo causado al contratante resulte determinante en la emisión de su declaración de 
voluntad contractual...».  
22
 DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Los requisitos del contrato. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos 
(coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones..., cit., p. 361-362. 
23
 Cfr. LACRUZ BERDEJO, José Luis, et al., - RIVERO HERNÁNDEZ, Elementos de Derecho Civil: II- Derecho 
de obligaciones..., cit., p. 367. «...las palabras o maquinaciones que configuran el elemento objetivo del dolo 
tienen que ser empleadas maliciosamente con la intención de engañar»; y O'CALLAGHAN, Xavier, Compendio 
de Derecho Civil: Tomo II: Derecho de obligaciones..., cit. p 244. 
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proceda de un tercero y que lo alegue y pruebe el que lo haya sufrido
24
. Además no es necesario que 
el dolo llegue a causar un daño a quien lo sufra 
25
. 
Del tenor literal de los citados preceptos cabe deducirse a mi juicio que su consideración debe ser 
restrictiva, de tal manera que para que el contrato quede anulado por la concurrencia de alguno de 
los referidos vicios, es necesario que éstos se den de manera clara y que constituyan la causa 
principal que ha llevado a prestar el consentimiento a aquél que los alega. Este visión restrictiva es 
compartida por las Audiencias Provinciales, pues como pone de manifiesto Pinto Andrade 
26
, «...la 
jurisprudencia se muestra muy rigurosa a la hora de decretar la nulidad de cualquier pacto 
prematrimonial con base en un vicio del consentimiento y tiende, en principio, a la conservación de 
los mismos en pro de la seguridad jurídica, requiriéndose cierta entidad, gravedad y relación directa 
con el negocio que se suscribe...». Así, el referido autor cita entre otras la SAP de Madrid de 17 de 
noviembre de 2004 
27
, la SAP de Tarragona de 7 de septiembre de 2005 
28
 o la SAP de Las Palmas 
de 29 de enero de 2004 
29
.  
24
 Cfr. DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Requisitos del contrato. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos 
(coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones..., cit., p. 359-360; y VALPUESTA 
FERNÁNDEZ, Mª Rosario y VERDERA SERVER, Rafael  (coords.), Derecho civil: Derecho de obligaciones y 
contratos. Tirant lo Blanch. Valencia, 2001, 10ma. ed., p. 239. 
25
 DIEZ-PICAZO, Luis, y GULLÓN BALLESTEROS, Antonio, Sistema de Derecho Civil (Volumen II): El contrato 
en general..., cit. p, 54 
26
  PINTO ANDRADE, Cristóbal, La genérica validez de los pactos y acuerdos matrimoniales..., cit., p. 5 
27
 La SAP de Madrid de 17 de noviembre de 2004 dirime la validez tanto de la escritura de liquidación de la 
sociedad de gananciales como de las capitulaciones matrimoniales otorgadas por los cónyuges, 
pronunciándose acerca del error en el consentimiento con un carácter muy restrictivo, al señalar que «...el 
reconocimiento del error sustancial, con trascendencia anulatoria del negocio, tiene un sentido excepcional 
muy acusado y, por ende, es de apreciación restrictiva... ya que, fundamentalmente, lo decisivo para la 
existencia y eficacia del negocio jurídico es que se declare una voluntad y que lo declarado se ajuste 
realmente a lo querido, sin que los motivos que hayan decidido a las partes a celebrar el acto puedan ejercer 
influencia alguna, por regla general, sobre la validez de éste». 
28
 La AP de Tarragona en su Sentencia de 7 de septiembre de 2005, se refiere a la violencia y a la 
intimidación, rechazando la petición de nulidad del acuerdo adoptado por los cónyuges y admitiendo la 
validez del mismo bajo el argumento de que « ...la violencia... ha de ser anterior o coetánea con el acto de 
cuya nulidad se trata, pues necesariamente ha de ir dirigida a arrancar el consentimiento inválido por su 
concurrencia. Se exige así que se trate de una violencia grave, de calidad como para ser tenida por irresistible 
en el sentido de presentar tal consentimiento como necesario. Por lo que se refiere a la intimidación, 
diferenciada en el referido artículo de la anterior, según constante jurisprudencia ha de quedar integrada por 
una amenaza injusta o ilícita, con marcado matiz antijurídico y tan fuerte que obligue a quien la padece a que 
su voluntad se determine en sentido contrario a sus intereses (T.S. 5 marzo 1992 ), anulando su 
consentimiento, de manera que se produzca entre éste y la invocada intimidación nexo causal (T.S. 11 marzo 
1985 ) » 
29
  La SAP de Las Palmas de 29 de enero de 2004 en un supuesto en declara la nulidad de las capitulaciones 
matrimoniales otorgadas por los cónyuges se refiere a la cuestión del dolo, exigiendo para que éste se dé la 
concurrencia de dos elementos: «...en dicho concepto cabe distinguir dos elementos: uno, subjetivo, como 
voluntad o deseo de orientar la voluntad de la contraparte en un determinado sentido o infracción voluntaria 
de un deber jurídico que pesa sobre la parte que lo produce (elemento subjetivo); y otro, material u objetivo, 
integrado por el medio o los actos externos, omisiones o silencios a través de los cuales se realiza o manifiesta 
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Considero que hay dos elementos que cobran gran importancia a la hora de determinar la posible 
existencia de un vicio del consentimiento: en primer lugar la información con la que cuenten los 
futuros cónyuges en el momento de suscribir el pacto acerca del patrimonio y perspectiva 
económica del que será su consorte, y sobre las consecuencias que puede tener celebrar el acuerdo 
de que se trate; y en segundo lugar la antelación con la que se haya adoptado el acuerdo, ya que si 
existe una gran proximidad con el momento de celebración del matrimonio a mi juicio hay más 
posibilidades de que el consentimiento de alguno de los otorgantes pueda estar viciado. Ello porque 
al aproximarse la boda es posible que una parte firme el acuerdo por miedo a que en caso contrario 
pueda peligrar su celebración, o lo haga sin comprender las términos y las consecuencias del 
acuerdo. A tal efecto me parece adecuada la previsión que hace al respecto el libro segundo del 
Código Civil de Cataluña en su artículo 231-20, al que me he referido en sede de Derecho 
autonómico, y que exige que los acuerdos prematrimoniales sean suscritos con al menos 30 días de 
antelación respecto a la fecha de celebración del matrimonio, inspirándose en las reglas establecidas 
por los principios de American Law Institute 
30
.   
4.2 Forma 
El vacío legal existente en la materia hace que no encontremos ningún pronunciamiento expreso por 
parte del legislador respecto a la forma que deben adoptar los pactos a los que nos venimos 
refiriendo, por lo que regirá la regla de libertad de forma (ex art. 1278 Cc.) que se establece con 
carácter general en materia de contratos 
31
. Distinta solución habría que dar si los pactos 
el elemento subjetivo». Adicionalmente, la Audiencia trae a colación otros requisitos exigidos 
tradicionalmente por la jurisprudencia: «los requisitos que según la doctrina se exigen para que el dolo pueda 
actuar, y que son plasmados en la Sentencia de esta Sala, de 11 de mayo de 1993 son: a) una conducta 
insidiosa dirigida a provocar la declaración negocial, b) que la otra voluntad negociadora quede viciada en su 
libertad y conocimiento por tal conducta, c) que todo ello determine la actuación negocial, d) que sea grave y 
e) que no se haya causado por un tercero, ni empleado por las dos partes contratantes».
30
 Cfr.  GINÉS CASTELLET, Núria,  Autonomía de la voluntad y fracaso matrimonial: los pactos preruptura en 
el libro II del Código Civil de Cataluña. En: Revista Crítica de Derecho Inmobiliario - Núm. 727. Septiembre 
2011. «...Se trata de una regla claramente inspirada en la que se prevé en la Sec- ción 7.04.3.a) de los 
principios del American Law Institute para la disolución de la familia. La Sección 7.04.2 se preocupa de dejar 
muy claro que la ejecutabilidad de un acuerdo prenupcial ha de pasar por un consentimiento informado, libre 
y consciente (no obtenido bajo coacción o, en general, cualquier vicio del consentimiento). A partir de ahí, los 
Principios establecen una presunción iuris tantum de prestación libre de consentimiento (not obtained under 
duress) si se cumplen determinadas circunstancias, entre las cuales, que el pacto se hubiere otorgado al menos 
treinta días antes de la boda». 
31
 GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.071. «La 
ausencia de un pronunciamiento específico del legislador sobre la forma de los acuerdos prematrimoniales 
determina que en esta materia sea de aplicación la regla de libertad que rige al respecto en materia de 
contratos. De ahí que deba afirmarse la validez de dichos acuerdos tanto si se celebran en documento público 
como privado»; DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Requisitos del contrato. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, 
Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones.... p.362; Cfr. LACRUZ BERDEJO, José 
Luis, et al., - RIVERO HERNÁNDEZ, Elementos de Derecho Civil: II- Derecho de obligaciones..., cit., p. 405-
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prematrimoniales adoptados afectaran al contenido propio de las capitulaciones matrimoniales, pues 
en este caso sí parece que habría que exigir que se levantara documento público 
32
. 
En este mismo sentido favorable a la libertad de forma de estos acuerdos viene pronunciándose 
también la jurisprudencia, y es que como señala Anguita Villanueva 
33
 ésta «... no se ha cansado de 
admitir que los acuerdos de los cónyuges: primero, son validos en documento privado...; segundo 
requieren para su validez los requisitos esenciales recogidos en el art. 1261 Cc. y tercero, su único 
límite es no ir en contra de las normas imperativas (STS de 21 de diciembre de 1998, 15 de febrero 
de 2002, 6 de febrero de 2006 y 17 de octubre de 2007)».  
Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que aun cuando no se exige que los citados acuerdos se 
formalicen en escritura pública, es cuanto menos muy conveniente hacerlo, ya que ello permitirá 
aumentar las garantías de validez del pacto alcanzado al controlar ex ante (por parte del propio 
Notario) que las partes han prestado libremente el consentimiento. Además de este modo aumentará 
el valor probatorio del mismo ante un eventual proceso judicial. Esta opinión en cuanto a la 
conveniencia de participación de un fedatario público en el proceso de formalización del acuerdo es 
compartida por la mayor parte de autores que han trabajado sobre esta materia 
34
. Incluso hay 
406; O'CALLAGHAN, Xavier, Compendio de Derecho Civil: Tomo II: Derecho de obligaciones..., cit., p. 264; 
y ROGEL VIDE, Carlos, Derecho de obligaciones y contratos..., cit., p. 130.  
32
 Cfr. GARCÍA RUBIO, María Paz, Acuerdos prematrimoniales: De nuevo la libertad y sus límites en el 
derecho de familia..., cit., p. 2; MORENO VELASCO, Víctor, La validez de los acuerdos prematrimoniales. En: 
La Ley, núm. 7049 (Noviembre de 2008), p. 1348; y ANGUITA VILLANUEVA, Luis A., Anguita Villanueva, 
Luis A., Acuerdos prematrimoniales: Del modelo de los Estados Unidos de América a la realidad española. 
En: Nul. Estudios sobre validez e ineficacia. nº 1- 2010. http://www.codigo-
civil.info/nulidad/lodel/docannexe.php?id=806.  (fecha última consulta: 13/06/2013), p. 46. 
33
 ANGUITA VILLANUEVA, Luis A., Acuerdos prematrimoniales: Del modelo de los Estados Unidos de 
América a la realidad española..., cit., p. 49. 
34
 Cfr. PINTO ANDRADE, Cristóbal, La genérica validez de los pactos y acuerdos matrimoniales..., cit., p. 7. 
«En el orden práctico, ciertamente la escritura notarial de por sí, otorga un aval adicional a la formalización 
de los acuerdos pues la intervención de un fedatario público le dota de unas garantías en cuanto a su forma, 
estructura y expresión de su contenido del que carecería un pacto suscrito de manera privada. Todo ello sin 
olvidar el control en cuanto al otorgamiento de un libre consentimiento a través de las debidas informaciones 
y advertencias por el Notario. Además, la mayor fuerza probatoria en un proceso judicial del instrumento 
público frente al documento privado es otra de las razones que aconsejan para utilizar la forma de escritura 
pública»; GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.071 - 
1072. «...la importancia que en esta sede tiene la libre formación de la voluntad de las partes conduce, 
precisamente, a remarcar la relevancia de la forma. A este respecto se considera que la intervención de un 
fedatario público en la formalización de este tipo de acuerdos les dota de unas garantías en cuanto a su validez 
de las que carece el pacto suscrito en documento privado. Y es que la escritura pública constituye una garantía 
no solo de la efectiva concurrencia de los elementos estructurales del pacto sino muy en particular de la libre 
emisión y formalización del consentimiento; esto último, en razón del deber del notario de proporcionar a las 
partes la información que, según se ha expuesto con anterioridad, resulta determinante de la inexistencia de 
vicios de la voluntad»; ANGUITA VILLANUEVA, Luis A., Acuerdos prematrimoniales: Del modelo de los 
Estados Unidos de América a la realidad española..., cit., p. 50. «... Ahora bien, que esta vía para formalizar 
la negociación entre los futuros esposos esté abierta no significa que lo aconsejable a efectos procesales sea la 
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algunos de ellos 
35
 que van más allá en orden a darle mayor fuerza al pacto alcanzado, y entienden 
que convendría no sólo formalizarlo en documento público sino establecer además mecanismos que 
permitan garantizar la libre formación del consentimiento de las partes. Es el caso también de 
Zarraluqui Sánchez-Eznarriaga 
36
 que considera necesario que «...se haga mención en el convenio a 
que ambas partes han recibido asesoramiento independiente y que, en prueba de ello, se mencione 
la identidad de los abogados que hayan asesorado a cada uno de los otorgantes e, incluso, que éstos 
firmen también, el referido documento». 
Como ya he señalado cuando me refería a las previsiones del Derecho autonómico en la materia, 
esta libertad de forma que interpretamos que existe en nuestro Derecho común ante la carencia de 
regulación específica, no es compartida por el Derecho catalán, que establece preceptivamente que 
los pactos en previsión de ruptura se formalicen en documento público 
37
.      
Creo que no debemos cerrar este apartado sin hacer una breve mención a la posibilidad de que los 
citados acuerdos puedan acceder al Registro Civil y al de la Propiedad, obviamente en este último 
caso siempre que se formalicen en escritura pública. Pues bien, la primera cuestión ha sido excluida 
por la DGRN en su resolución 4/2003, de 19 de junio 
38
, en la que se refiere a unas capitulaciones 
inclusión de los acuerdos prematrimoniales en escritura pública... »; y GARCÍA RUBIO, María Paz, Los pactos 
prematrimoniales de renuncia a la pensión compensatoria  En el Código Civil. En: Anuario de Derecho Civil, 
Vol. LVI, fascículo 3, 2003, p. 1660. «...tanto la mayor relevancia probatoria, como la posibilidad, en su caso, 
de acceso al Registro de la Propiedad, aconsejarían su celebración en escritura pública».  
35
 ANGUITA VILLANUEVA, Luis A., Acuerdos prematrimoniales: Del modelo de los Estados Unidos de 
América a la realidad española..., cit., p. 57;  ZARRALUQUI SÁNCHEZ-EZNARRIAGA, Luis, Acuerdos 
prematrimoniales: hacia la validez de los pactos preventivos de la ruptura conyugal. En: Economist & Jurist, 
núm. 118 (Marzo de 2008), p. 26. 
36
 ZARRALUQUI SÁNCHEZ-EZNARRIAGA, Luis, Acuerdos prematrimoniales: hacia la validez..., cit., p. 26. 
37
 Art. 231-20.1 de la Ley 25/2010, de 29 de julio:«Los pactos en previsión de una ruptura matrimonial se 
pueden otorgar en capítulos matrimoniales o en escritura pública». 
38
 La DGRN excluye tal posibilidad en el fundamente de Derecho III de su resolución de 19 de junio de 2003 
bajo el siguiente argumento: «Tal y como señala el Juez Encargado la publicidad de estas capitulaciones es 
totalmente ajena al Registro Civil. El hecho de que el artículo 15 del Código de familia de Cataluña permita 
que en capitulaciones se puedan establecer pactos en previsión de una ruptura matrimonial no implica que 
deban ser objeto de publicidad. Las capitulaciones matrimoniales son un contrato accesorio del matrimonio 
que tiene por fin fijar el régimen económico del consorcio conyugal siendo este el objeto de la publicidad que 
brinda el Registro Civil. Dicho de otro modo, en el Registro Civil no se inscriben las capitulaciones 
matrimoniales en todo caso sino solo aquellas en las que se regula el régimen económico matrimonial, su 
modificación o su sustitución. No puede pretenderse aplicar a este caso el artículo 77 de la Ley del Registro 
Civil que regula la indicación, al margen de la inscripción de matrimonio, de los pactos, resoluciones 
judiciales y demás hechos que modifiquen el régimen económico del matrimonio. Las capitulaciones pueden 
contener ‘cualesquiera otras disposiciones por razón de matrimonio’ (cfr. art. 1325) como disposiciones que 
por vía de donación o de cualquier otro acto uno de los esposos hace a favor del otro, o las que les hace un 
tercero como los ascendientes( donaciones, mejora promesas de mejorar o no mejorar) que en modo alguno 
son objeto de publicidad en el Registro Civil, sin perjuicio de que algunas de ellas deban inscribirse en el 
Registro de la Propiedad. El mismo Código de familia (cfr. art. 17) avala esta interpretación cuando se refiere 
a la inscripción en el Registro Civil de los capítulos matrimoniales sus modificaciones y ‘demás hechos que 
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matrimoniales que incluían acuerdos previendo los efectos de una ruptura, pero que puede 
extrapolarse a los pactos matrimoniales que nos ocupan. En la citada resolución veta expresamente 
la posibilidad de que los acuerdos cuyo contenido no sea estrictamente el relativo al régimen 
económico puedan acceder al Registro Civil. En cuanto al acceso de los acuerdos que nos ocupan al 
Registro de la Propiedad, considero que sí sería posible siempre que se hayan otorgado en 
documento público y los pactos en cuestión tengan eficacia real.  
4.3 Límites a la autonomía de la voluntad 
Aun cuando se tiende cada vez más a ampliar los márgenes a la autonomía de la voluntad de los 
cónyuges, ésta no puede ser ilimitada, y como veremos está sujeta a ciertas restricciones, 
especialmente cuando choca con materias indisponibles para las partes previstas en el Derecho civil 
imperativo.  
Siguiendo a Víctor Moreno Velasco 
39
 clasificaré en tres grupos los límites a los que están sujetos 
los pactos prematrimoniales celebrados entre los futuros cónyuges: el primero de ello será relativo a 
los límites relacionados con principios constitucionales , el segundo a los límites a la autonomía de 
la voluntad que establece con carácter general los arts. 6.2 y 1255 Cc., y el tercero a los límites en 
relación a los hijos que prevé el art. 90 Cc. 
En cuanto a los límites derivados de nuestra CE, son varios los principios de los que ésta recoge que 
se pueden ver afectados por los acuerdos que los cónyuges celebren previendo los efectos de una 
eventual ruptura, y la violación de cualquiera de ellos conllevaría la nulidad del acuerdo alcanzado. 
En primer principio que conviene traer a colación es el relativo a la plena igualdad entre los 
cónyuges, que encuentra cobertura en  los arts. 32.1 y 14 de nuestra Carta Magna, y que como pone 
de manifiesto Moreno Velasco 
40
 tiene su reflejo en los arts. 66 y 1328 de nuestro Código Civil. 
Otro de los principios a los que debemos referirnos es el relativo a la protección de los hijos 
menores, previsto en el art. 39.2 CE. También debemos hacer mención al relativo a la protección de 
la familia (art. 39.1 CE), e incluso el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 CE) podría verse 
modifiquen el régimen económico matrimonial’. Es evidente que los pactos en previsión de una ruptura 
quedan al margen de la publicidad registral, que como queda dicho(cfr. art. 77 L.R.C.) se limita a la 
indicación de la existencia de los pactos, resoluciones judiciales y demás hechos que modifiquen el régimen 
económico de la sociedad conyugal». 
39
 Cfr. MORENO VELASCO, Víctor, El reconocimiento general de la autonomía de la voluntad de los cónyuges 
como forma de autorregulación de sus relaciones personales y patrimoniales: los límites a la autonomía de la 
voluntad. En: La Ley, núm. 7609 (Abril de 2011), p. 4 
40
 IDEM, p. 4 
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afectado en la medida en que los acuerdos alcanzados por los futuros cónyuges puedan perjudicar a 
terceros.  
A continuación me referiré a los límites a la autonomía de la voluntad que establecen con carácter 
general los arts. 6.2 y 1255. Cc. Comenzaré refiriéndome al segundo de los citados preceptos, que 
marca como límites la ley, la moral y el orden público. En cuanto a la Ley, se está refiriendo 
obviamente a las leyes civiles imperativas 
41
, que como viene a señalar de Pablo Contreras 
42
 son las 
menos en el Derecho privado. En cuanto a la moral, se está refiriendo a las buenas costumbres 
43
, y 
al respecto considero acertada la definición que da de ella Díez Picazo 
44
 como «...el conjunto de 
convicciones de ética social imperantes en un determinado momento temporal y con carácter 
general en la comunidad jurídica. Por último, respecto al orden público, nos encontramos ante un 
concepto jurídico indeterminado que en la práctica se asimila a las normas imperativas 
45
, y 
considero que con la referencia al mismo se pretende dar entrada a los principios fundamentales de 
nuestro ordenamiento jurídico, tales como la libertad, la igualdad o la protección de los menores 
46
. 
También incluía dentro de este grupo los límites derivados de lo dispuesto en el art. 6.2 Cc., que 
reincide en el respeto al orden público y exige además que el acuerdo adoptado no perjudique a 
terceros, pero esta cuestión será abordada al referirme a los requisitos de eficacia y exigibilidad que 
deben reunir los acuerdos prematrimoniales que nos ocupan.  
41
 Cfr. DE PABLO CONTRERAS, Pedro, Las normas jurídicas de Derecho privado. En: DE PABLO CONTRERAS, 
Pedro (coord.), Curso de Derecho Civil (I): Derecho privado. Derecho de la persona, COLEX, 2008, 3ra. ed., 
p. 79. «Son imperativas las normas cuando se imponen siempre y en todo caso, cualquiera que sea la voluntad 
de los afectados por ellas; son dispositivas, en cambio, cuando sus prescripciones pueden ser desplazadas por 
las declaraciones de voluntad que, con eficacia jurídica, emitan aquéllos».  
42
 IBIDEM, «... en Derecho privado hay normas de ambas clases: dispositivas e imperativas. Sin embargo, sí 
que puede considerarse característico del Derecho privado el carácter en general dispositivo de la imposición 
de las normas a los sujetos destinatarios del mandato que en todo caso aquéllas incorporan». 
43
 Cfr. MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos, Contenido y eficacia del contrato. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE 
ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones...., cit., p. 419. «la moral... 
constituye el límite ético de la autonomía privada; equivale a las buenas costumbres de que hablan otros 
preceptos... La doctrina lo reconduce mayoritariamente a los criterios éticos o morales socialmente 
dominantes». 
44
 DÍEZ-PICAZO, L., Comentario al art. 1255 Cc., en AAVV., Comentario del Código Civil. Tomo II. 
Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica, Madrid, 1993, p. 430 y ss. 
45
 LACRUZ BERDEJO, José Luis, et al., - RIVERO HERNÁNDEZ, Elementos de Derecho Civil: II- Derecho de 
obligaciones..., cit., p. 367. «... cuando se trata de precisar más, se advierte la asimilación del orden público, 
en la práctica, con las leyes imperativas y prohibitivas y los principios en que ellas se inspiran y que de ellas 
se deducen. 
46
 Cfr. O'CALLAGHAN ,Xavier, Compendio de Derecho Civil: Tomo II: Derecho de obligaciones..., cit. p 216. 
«el mismo artículo 1255 establece en orden público como límite a la autonomía de la voluntad. Su concepto 
es discutido y variable, pero se puede calificar como aquel tipo de normas que alcanzan un valor preferente 
dentro del Ordenamiento jurídico». 
 IUS, Año III N° 06, julio - diciembre 2013
P
ág
in
a 
1
9
8
      IUS Doctrina – José Javier Martínez Calvo 
ISSN2222-9655  
Para cerrar esta clasificación me referiré a los límites derivados del perjuicio a los hijos o a uno de 
los cónyuges, previstos en el art. 90 de nuestro Código. Como señala Pinto Andrade 
47
 «...dentro de 
las normas del "ius cogens", el principio "favor filii" descolla como el límite de mayor importancia 
contra la validez y eficacia de los acuerdos en previsión de la ruptura matrimonial». Aunque 
considero que no debemos excluir por ello cualquier acuerdo que en mayor o menor medida pueda 
afectar a los menores, sí es cierto que el juez deberá ser especialmente cuidadoso a la hora de 
atestiguar que no se haya sobrepasado el citado límite poniendo a éstos en situación de 
desprotección o contraviniendo sus intereses.  En cuanto al posible perjuicio grave para uno de los 
cónyuges, cabe señalar que el juez no deberá aprobar el acuerdo alcanzado si se demuestra que 
perjudica gravemente a una de las partes 
48
. A mi juicio este límite debe ser considerado de forma 
muy restrictiva en la materia que nos ocupa, ya que una vez constatado que el pacto celebrado reúne 
los requisitos de validez a los que nos hemos referido, que las partes contaban con la capacidad 
necesaria para contratar y que han emitido libremente el consentimiento, considero que sólo cabría 
invalidarlo si objetivamente se pudiese demostrar la existencia de un claro perjuicio para uno de los 
ellos, y sólo en la parte que efectivamente le perjudique 
49
.  
4.4 Eficacia y exigibilidad de los pactos prenupciales 
Un acuerdo que en principio es válido por  concurrir en él los requisitos de validez que hemos visto 
y no sobrepasar ninguno de los límites previstos, puede sin embargo devenir ineficaz. Con carácter 
general son dos los supuestos que pueden dejar sin efecto el pacto alcanzado: que se produzca una 
alteración relevante de las circunstancias o bien que perjudique a terceros 
50
. 
Por tanto el primer supuesto en el que el pacto prenupcial podrá quedar sin efectos tendrá lugar si se 
produce una alteración sustancial de las circunstancias entre el momento de suscripción del acuerdo 
y aquél en el que se invoca su cumplimiento podrá dejarlo sin efectos 
51
. Aun cuando como ya he 
señalado en nuestro Derecho común no encontramos regulación específica al respecto, una 
alteración relevante de las circunstancias podrá hacer que el contrato devenga ineficaz como 
47
 PINTO ANDRADE, Cristóbal, La genérica validez de los pactos y acuerdos matrimoniales..., cit. 
48
 Cfr. MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos, La economía del matrimonio. Capitulaciones matrimoniales. 
En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (IV): Derecho de Familia. 3ra. 
ed.: COLEX, 2011., p. 172; y LACRUZ BERDEJO, José Luis, et al., Elementos de Derecho Civil: IV- Familia. 
Dykinson, Madrid, 2010, 4ta. ed. (Actualizado por RAMS ALBESA, Joaquín). p. 96 
49
 LACRUZ BERDEJO, José Luis et al., - RAMS ALBESA, Elementos de Derecho Civil: IV- Familia..., cit., p. 96. 
50
 Cfr. MORENO VELASCO, Víctor, La validez de los acuerdos prematrimoniales, cit., p. 1348. 
51
 GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.047. «... Y 
siendo acuerdos válidos, su ineficacia podrá justificarse por aplicación de la doctrina de la alteración 
sobrevenida de las bases objetivas del convenio suscrito entre los cónyuges (rebus sic stantibus)». 
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consecuencia del principio rebus sic stantibus 
52
. Ahora bien, como pone de relieve Martínez de 
Aguirre «el TS ha sido muy cauteloso al admitir la aplicación de la cláusula rebus sic stantibus, y 
solo lo ha hecho estableciendo serias precauciones que hagan posible su empleo únicamente en los 
casos más graves» 
53
. 
A tal efecto será necesario comprobar que las circunstancias que se tuvieron en cuenta en el 
momento de su otorgamiento no han cambiado. Respecto a esta función de control, como manifiesta 
Gaspar Lera 
54
, «corresponde a la autoridad judicial (ex art. 90 Cc.) comprobar que no ha habido un 
cambio sustancial de las circunstancias determinante de un grave perjuicio para alguno de los 
cónyuges o de un daño para los hijos como consecuencia de lo estipulado».  
Nuestros tribunales vienen pronunciándose en este mismo sentido, considerando que un acuerdo 
que en principio sea válido puede devenir ineficaz si se produce una alteración sustancial de las 
circunstancias. A modo de ejemplo, la AP de Granada en su Sentencia de 14 de mayo de 2001 
(AC/2001/1599) parte de esta premisa trayendo a colación la teoría de la base objetiva del negocio 
jurídico 
55
. En los mismos términos se pronuncia la AP de Madrid en su Sentencia de 27 de febrero 
de 2007 (EDJ 2007/52806), también basándose en la teoría de la base objetiva del negocio 
56
. Ahora 
bien, no cualquier cambio en las circunstancias será suficiente para dejar sin efectos el acuerdo 
52
Cfr. FERNÁNDEZ HIERRO, J. Manuel, La modificación del contrato, Aranzadi, Pamplona, 1992. «La 
cláusula rebus sic stantibus es aquella cláusula sobreentendida, en los negocios jurídicos, por virtud de la cual, 
si sobrevenía un cambio importante en el estado de hecho existente o contemplado por las partes al celebrarlo, 
podía el obligado resolver el negocio jurídico que se había hecho demasiado oneroso» ; GASPAR LERA, Silvia, 
Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.065. «Como es sabido, la aplicación de la 
cláusula rebus sic stantibus presupone, en orden al equilibrio adecuado entre lo que las partes pactaron y la 
necesidad de dar respuesta a la alteración de las circunstancias, que la alteración sea sobrevenida e 
imprevisible y que resulte extremadamente oneroso el cumplimiento para uno de los contratantes...». 
53
 Cfr. MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos, Modificación del contrato. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE 
ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho Civil (II): Derecho de Obligaciones..., cit., p. 467-468. «En lo 
fundamental, la doctrina del TS sobre la cláusula rebus sic stantibus puede ser sintetizada con las siguientes 
palabras, procedentes de la emblemática sentencia de 17 de mayo de 1957: "A) que la cláusula rebus sic 
stantibus no está legalmente reconocida; B) que, sin embargo, dada su elaboración doctrinal y los principios 
de equidad a que puede servir, existe una posibilidad de ser elaborada y admitida por la jurisprudencia; C) que 
es una cláusula peligrosa y, en su caso, debe admitirse cautelosamente; D) que su admisión requiere como 
premisas fundamentales: a) alteración extraordinaria de las circunstancias en el momento de cumplir el 
contrato en relación con las concurrentes al tiempo de su celebración, b) una desproporción exorbitante, fuera 
de todo cálculo, entre las pretensiones de las partes contratantes, que verdaderamente derrumbe el contrato 
por aniquilamiento del equilibrio de las prestaciones, y c) que todo ello acontezca por la sobreveniencia de 
circunstancias radicalmente imprevisibles; y E) en cuanto a sus efectos, hasta el presente se ha negado los 
rescisorios, resolutorios o extintivos del contrato, otorgándole solamente los modificativos del mismo, 
encaminados a compensar el desequilibrio de las prestaciones u obligaciones"...». 
54
 GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.057. 
55
 La AP de Granada señala que «... se puede traer aquí a colación la teoría de la base objetiva del negocio 
jurídico... que puede tener lugar cuando la base o la causa que se tuvo en cuenta en el acuerdo negocial 
desaparece al no tener ya ningún sentido su mantenimiento».  
56
 Cfr. GASPAR LERA, Silvia, Acuerdos prematrimoniales sobre relaciones personales..., cit., p. 1.067. 
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alcanzado, sino que éste tiene que ser relevante. Al respecto, y como ya se ha señalado 
anteriormente, el TS 
57
 viene señalando que la aplicación del principio rebus sic stantibus debe 
admitirse muy cautelosamente, y exige una alteración sobrevenida, imprevisible y extraordinaria de 
las circunstancias 
58
.  
El acuerdo alcanzado no tampoco desplegará sus efectos cuando de hacerlo se perjudique a un 
tercero. Estos terceros bien pueden ser los hijos, o los acreedores del renunciante de un determinado 
derecho o prestación económica, la persona que se viera obligada a prestarle alimentos o incluso la 
Administración sí se viera obligada a cubrir las necesidades de éste 
59
. En caso de que el daño a 
terceros se haya producido conscientemente los perjudicados estarían legitimados para solicitar su 
nulidad absoluta 
60
. En caso contrario, es decir, aun cuando el citado daño se hubiera producido de 
forma inconsciente, los acreedores podrán ejercitar la acción revocatoria o pauliana 
61
, prevista en el 
art. 1.111 Cc. 
62
, y por tanto dejar sin efectos el acuerdo al que nos referimos. En todo caso la citada 
acción tiene carácter subsidiario, y sólo cabe cuando no dispongan de otro recurso. En cuanto a 
aquellos terceros que carezcan de la condición de acreedor, podrán exigir a las partes otorgantes del 
acuerdo el resarcimiento de los daños que éste les hubiera causado, ello con base a lo dispuesto en 
el art. 1902 Cc. 
57
 Cfr. STS de 17n de mayo de 1957, STS de 25 de enero de 2007, STS de 29 de mayo de 1996, STS de 10 de 
febrero de 1997, STS de 15 de noviembre de 2000, STS de 27 de mayo de 2002, STS de 21 de marzo de 2003 
(entre otras). 
58
 Cfr. ZARRALUQUI SÁNCHEZ-EZNARRIAGA, Luis, Acuerdos prematrimoniales: hacia la validez..., cit., p. 24. 
59
 Cfr. GARCÍA RUBIO, María Paz, Acuerdos prematrimoniales: De nuevo la libertad y sus límites en el 
derecho de familia..., cit., p.4; y Los pactos prematrimoniales de renuncia a la pensión compensatoria..., cit., 
p. 1671-1673.
60
Cfr. DIEZ-PICAZO, Luis, y GULLÓN BALLESTEROS, Antonio, Sistema de Derecho Civil (Volumen II): El
contrato en general. La relación obligatoria. Contratos en especial. Cuasi contratos. Enriquecimiento sin 
causa. Responsabilidad extracontractual. Tecnos. 2001, 9na. ed., p. 90 «... si son conscientes de que a través 
del contrato lesionan un derecho ajeno, es un contrato con causa ilícita, el perjudicado estaría legitimado en 
todo caso para solicitar su nulidad absoluta»; y VALPUESTA FERNÁNDEZ, Mª Rosario y VERDERA SERVER, 
Rafael  (coords.), Derecho civil: Derecho de obligaciones y contratos, cit., p. 273. «...cuando el daño a un 
tercero constituya un propósito común a ambas partes, estaríamos ante una causa ilícita, por lo que dicho 
contrato es nulo, pudiendo pedir que sea declarada su ineficacia cualquier interesado, que bien podría ser ese 
tercero perjudicado».  
61
 Cfr. LACRUZ BERDEJO, José Luis et al., - RIVERO HERNÁNDEZ, Elementos de Derecho Civil: II- Derecho de 
obligaciones..., cit., p. 238. «A la vista del art. 1.111 Cc. (segunda parte) se puede definir como el poder 
jurídico concedido al acreedor para impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude de su derecho, 
cuando el patrimonio del deudor sea insuficiente para la satisfacción del crédito»; y PÉREZ ÁLVAREZ, Miguel 
Ángel, La protección del crédito. En: MARTÍNEZ DE AGUIRRE ALDAZ, Carlos (coord.), Curso de Derecho 
Civil (II): Derecho de Obligaciones..., cit., p. 233-234.  
62
 El art. 1.111 Cc. señala que «Los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que esté en 
posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, pueden ejercitar todos los derechos y acciones de éste 
con el mismo fin, exceptuando los que sean inherentes a su persona; pueden también impugnar los actos que 
el deudor haya realizado en fraude de su derecho». 
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VI. CONCLUSIONES
La validez de estos acuerdos debe ser admitida, pues no son sino fruto de la autonomía de la 
voluntad de las partes, que como garantes de sus propios intereses se encuentran en la mejor 
posición para regular estas cuestiones.  Debe primar en todo caso la libertad de las partes para 
regular libremente las cuestiones que les afecten, siempre que no se vulneren los límites previstos o 
se perjudique a terceros. 
El legislador debe atender con urgencia a esta nueva realidad, y dotar a los acuerdos 
prematrimoniales en previsión de ruptura de un marco jurídico específico que reconozca la validez 
y eficacia de éstos, y permita conocer con exactitud el alcance que pueden tener, las materias sobre 
las que pueden versar y los límites a los que quedan sujetos. 
En una hipotética regulación de esta figura deberían a mi juicio preverse otros requisitos, además de 
los generales de cualquier contrato, como la obligación de que se formalicen por escrito, o el 
establecimiento de mecanismos que garanticen que las partes cuentan con suficiente información 
sobre la capacidad económica y patrimonio de su consorte, para lo que sería conveniente que 
contaran con asesoramiento legal independiente. Así mismo convendría, como ocurre en la 
legislación catalana, que se estableciera la obligación de que transcurriera un determinado tiempo 
desde que se formaliza el acuerdo hasta que se celebra el matrimonio, con objeto de ampliar las 
garantías de que el consentimiento ha sido emitido libremente. 
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